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OPINION N.° 063-2005/GTN

Entidad
:
Empresa Regional de Servicio Público de Electricidad – ELECTROSUR S.A.
Asunto
:
Intervención Económica de Obra y liquidación de contrato
Referencia
:
Carta N.º G-432-2005

1. ANTECEDENTES.

A través del documento de la referencia, el Gerente General de la Empresa Regional de Servicio Público de Electricidad (ELECTROSUR S.A.), en adelante la Entidad, realiza varias consultas sobre la forma de liquidar un contrato de obra intervenido económicamente por la Entidad, de conformidad con lo establecido en el derogado Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, que fuera aprobado mediante Decreto Supremo N.º 012-2001-PCM, y su Reglamento, que fuera aprobado mediante Decreto Supremo N.º 013-2001-PCM, normas que, para efectos de la presente consulta, denominaremos “la Ley” y “el Reglamento”, respectivamente
.

2. CONSULTA.

La Entidad consulta literalmente lo siguiente:

“¿Cuales son los conceptos que debe contener la liquidación económica de una obra y cuál es la correcta aplicación del artículo 164º del Reglamento de la Ley (aprobado por D.S. N.º 013-2001-PCM) cuando la ejecución de una obra se encuentra intervenida económicamente, conforme a las disposiciones de la Directiva N.º 001-2003-CONSUCODE/PRE y, además, existen conceptos a favor de la entidad que el contratista ha reconocido mediante acuerdos suscritos válidamente? ¿La garantía de fiel cumplimiento podrá respaldar además este último concepto?

Al efecto, también es importante que se nos precise, si el último párrafo del artículo 164º citado, libera a la entidad de la responsabilidad prevista en el penúltimo párrafo del numeral 4 de la mencionada Directiva; toda vez que éste señala que cuando la liquidación quede consentida debe proceder a cerrar el expediente de contratación, porque el contrato también ha concluído. ¿Podrá entonces la entidad pagar todos los conceptos ligados al contrato principal, como los proveedores, incluyendo las deudas reconocidas por el contratista a favor de la entidad, como por ejemplo; el reconocimiento de mayores gastos administrativos?”. 
3. 
ANÁLISIS.

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso d) del artículo 59° de la Ley y el procedimiento 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE
, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
3.1
La intervención económica de la obra se define como la participación directa de la Entidad en el manejo  económico de la obra con la finalidad de que ésta pueda culminarse, medida que se materializa por la existencia de una cuenta corriente mancomunada con el contratista. En virtud de ello, dicha medida sólo tiene incidencia en el manejo económico de la obra, mas no así en el control técnico de la misma, manteniendo el contratista la responsabilidad sobre la ejecución de la obra hasta su culminación total.
La normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado reconoce como potestad del Estado la posibilidad de intervenir económicamente la obra siempre y cuando medie la decisión de la Entidad formalizada en una Resolución emitida por la autoridad del mismo o mayor nivel jerárquico de aquella que suscribió el contrato, debiéndose indicar en dicha resolución el nombre del interventor, quién sería el que emita en forma mancomunada con el contratista o el residente de la obra los cheques de pago con cargo a la  cuenta abierta para tal efecto.  
De acuerdo con lo estipulado en los artículos 158º y 161º del Reglamento, así como en lo previsto en las Disposiciones Específicas de la Directiva N.° 001-2003-CONSUCODE/PRE, la Entidad podrá intervenir económicamente una obra cuando se presenten cualquiera de los siguientes casos:

a) Si el contratista incumple con presentar el nuevo calendario de avance de obra acelerado dentro de los siete (7) días siguientes de recibida la orden del Inspector o Supervisor de la Obra, la que se emite cuando el monto de la valorización acumulada a una fecha determinada resulte menor que el ochenta por ciento (80%) del monto de la valorización acumulada programada a esa misma fecha. 

b) Si el monto de la valorización acumulada resulta menor que el ochenta por ciento (80%) del monto de la valorización acumulada programada del calendario de avance de obra acelerado y que la Entidad prefiera, por razones de orden técnico y económico, la intervención en vez de la resolución del contrato. 

c) De oficio o a solicitud de parte en caso fortuito, fuerza mayor o por incumplimiento de las estipulaciones contractuales que a su juicio no permitan la terminación de la obra de acuerdo con el expediente técnico y en forma oportuna.
3.2
De otro lado, la liquidación final de obra puede definirse como un proceso de cálculo técnico, bajo las condiciones normativas y contractuales aplicables al contrato, que tiene por finalidad determinar, principalmente, el costo total de la obra y el saldo económico que puede ser a favor o en contra del contratista o de la Entidad
.
Ahora bien, el artículo 164º del Reglamento establece una serie de plazos que las Entidades y/o contratistas deben observar de forma obligatoria para efectos de comunicar la liquidación final de obra o sus observaciones al respecto, de ser el caso, a la otra parte del contrato con la finalidad de dar por concluida la etapa de ejecución contractual, con la consecuente extinción de las obligaciones para ambas partes.


No obstante lo señalado, la citada disposición legal no regula lo concerniente al alcance de las operaciones involucradas en la formulación de la liquidación y de su contenido, estando a que dicha información, en buena cuenta,  responde a la particular configuración o a los eventos específicos que se producen en una relación contractual en particular.   


En ese sentido, teniendo en cuenta que la norma legal no establece un contenido mínimo o forma que debe observarse en el documento de liquidación del contrato, las partes de la relación se encontrarán en la libertad de establecer la forma que emplearán para elaborar dicho documento, atendiendo a las eventualidades económicas presentadas en la ejecución del contrato, con la única limitación que dicho documento debe determinar con precisión tanto el costo total de la obra, así como los saldos a favor o en contra de alguna de las partes del contrato. Así, por ejemplo, en la liquidación del contrato de obra deberán considerarse todas las valorizaciones mensuales, los reajustes, los adelantos otorgados y sus amortizaciones, mayores gastos generales, los impuestos que afecten la prestación, penalidades, saldos, entre otros conceptos. 


Lo mencionado anteriormente es de aplicación si la liquidación corresponde a un contrato afectado por la intervención económica de la Entidad o, incluso, si este no fuera el caso. 
3.3
Ahora bien, como se ha señalado, la liquidación del contrato tiene entre sus finalidades determinar el costo total de la obra y establecer los saldos a favor o en contra de alguna de las partes, por lo que debe considerar todos los costos involucrados en la ejecución de la obra.

Por ello, de existir conceptos en la ejecución de la obra sufragados directamente por la Entidad y reconocidos expresamente por el contratista, estos deberán ser considerados en la elaboración de la liquidación final del contrato, deduciéndose de los saldos a favor del contratista. 
No obstante, si dichos conceptos forman parte del saldo a favor de la Entidad que resulta de la liquidación final de la obra, aquello podrá hacerse cobro con la ejecución de las garantías constituidas por el contratista.

En efecto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 124º del Reglamento, la garantía de fiel cumplimiento podrá ser ejecutada, entre otros supuestos, cuando transcurridos tres días de haber sido requeridos por la Entidad, el contratista no hubiera cumplido con pagar el saldo a su cargo establecido en la liquidación final del contrato debidamente consentida o ejecutoriada. Esta ejecución será solicitada por un monto equivalente al citado saldo a cargo del contratista. 

De haber discrepancias respecto de la liquidación del contrato, éstas deberán ser resueltas mediante los mecanismos de solución de controversias establecidas en la Ley: la conciliación y el arbitraje.

3.4
De otro lado, según lo establecido en el último párrafo del artículo 164º del Reglamento, concordado con lo señalado en el artículo 43º de la Ley, una vez que la liquidación haya quedado consentida, el contrato quedará concluido debiendo cerrarse el expediente de contratación.


En efecto con el consentimiento de la liquidación final del contrato el estado de cuentas que determina las obligaciones de las partes queda definido, restándole a la Entidad o al contratista hacer efectivo el pago de los saldos a favor que resultaran.


Ahora bien, según se establece en el penúltimo párrafo del numeral 4 de las Disposiciones Específicas de la Directiva N.º 001-2003/CONSUCODE/PRE “del fondo de intervención constituido en la cuenta corriente mancomunada se pagarán los siguientes conceptos: mano de obra, proveedores de materiales, subcontratistas, locadores de servicios, transportistas, arrendadores de equipos, suministradores e impuestos, gastos generales variables, siempre que estén directamente relacionados con la ejecución de la obra, así mismo, la amortización de los adelantos que hubiera percibido el contratista, quedando a favor de éste el saldo resultante luego de la liquidación, el que incluirá la utilidad que pudiese corresponderle”.

Como se ve, en virtud de la referida disposición es obligación de las partes del contrato —Entidad y contratista—, el pago de las obligaciones que hubiera originado la intervención económica de la obra, con cargo a la cuenta corriente mancomunada que la Entidad contratante abra dentro del día siguiente de haberse vencido el plazo con que el contratista cuenta para manifestar su disconformidad a la intervención. 

Dichas obligaciones deberán pagarse en su oportunidad e incluirse en la liquidación final del contrato. No obstante, aún habiéndose aprobado la liquidación final del contrato, es responsabilidad de la Entidad y el contratista hacer efectivos los pagos por las obligaciones contraídas, puesto que dichas obligaciones responden a los costos de la ejecución incluidos en la liquidación final de la obra. 

Por el contrario, no podrán sufragarse obligaciones de la Entidad o el contratista que no hayan sido consideradas en la liquidación final del contrato. De igual forma, la Entidad podrá exigir el pago de los costos reconocidos por el contratista siempre que consten fehacientemente en la liquidación de la obra.
4. 
CONCLUSIONES

4.1
Las normas de contratación pública no regulan lo concerniente al alcance de las operaciones involucradas en la formulación de la liquidación y de su contenido, por lo que las partes del contrato se encontrarán en la libertad de establecer la forma que emplearán para elaborar dicho documento, atendiendo a las eventualidades económicas presentadas en la ejecución del contrato, con la única limitación que dicho documento debe determinar con precisión tanto el costo total de la obra, así como los saldos a favor o en contra de alguna de las partes del contrato. Ello es de aplicación si la liquidación corresponde a un contrato afectado por la intervención económica de la Entidad o, incluso, si este no fuera el caso. 
4.2
De existir conceptos en la ejecución de la obra sufragados directamente por la Entidad y reconocidos expresamente por el contratista, estos deberán ser considerados en la elaboración de la liquidación final del contrato, deduciéndose de los saldos a favor del contratista. Si dichos conceptos forman parte del saldo a favor de la Entidad que resulta de la liquidación final de la obra, aquello podrá hacerse cobro con la ejecución de las garantías constituidas por el contratista.

4.3
Es obligación de las partes del contrato —Entidad y contratista— el pago de las obligaciones que hubiera originado la intervención económica de la obra, con cargo a la cuenta corriente mancomunada. Dichas obligaciones deberán pagarse en su oportunidad e incluirse en la liquidación final del contrato. No obstante, aún habiéndose aprobado la liquidación final del contrato, es responsabilidad de la Entidad y el contratista hacer efectivos los pagos por las obligaciones contraídas, puesto que dichas obligaciones responden a los costos de la ejecución incluidos en la liquidación final de la obra. 

4.4
No podrán sufragarse obligaciones de la Entidad o el contratista que no hayan sido consideradas en la liquidación final del contrato. Asimismo, la Entidad podrá exigir el pago de los costos reconocidos por el contratista siempre que consten fehacientemente en la liquidación de la obra.
Jesús María, 1 de junio de 2005.

VVS/.

� 	Cabe precisar que el 29 de diciembre de 2004 entró en vigencia el nuevo Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM, así como su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM.   


� 	Aprobado mediante Decreto Supremo Nº 127-2002-PCM.





� 	Miguel Salinas Seminario. Costos, Presupuestos, Valorizaciones y Liquidaciones de Obra. Instituto de la Construcción y Gerencia (ICG), 2º edición -2003. Pág. 44. 





